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Pudimos comprobar que la definición y programación del viaje incumbía a la dirección del centro que 
señala unas determinadas fechas que resultaron incompatibles con la capacidad de acogida del centro 
educativo de destino en Alemania; y que el señalamiento de nuevas fechas se debe a un error evidente 
y reconocido. El informe de la Inspección corroboraba que la dirección del centro había reconocido un 
error en las fechas de realización del viaje, acordadas con el colegio alemán para el mes de mayo de 
2024, pero no se había tenido en cuenta que este mes tenía cinco semanas y que en las últimas sema-
nas el colegio alemán había organizado actividades que impedían acoger al alumnado que participa 
en el intercambio.

De otra parte, recogemos la diligente respuesta de la dirección del centro y de su comunidad educativa 
para disponer de la adaptación a las nuevas fechas y de procurar una serie de proyectos que ayudaran 
a cubrir los sobrecostes generados por la nueva programación del viaje.

Afortunadamente este intercambio pudo realizarse en las fechas posibles y contando con la amplia 
mayoría de los iniciales participantes. Pero ello no enerva las consecuencias generadas de aumentar los 
gastos de una nueva programación del viaje que debe ser asumida por las respectivas familias partici-
pantes y ajenas al cambio de unas fechas que resultaban erróneamente indicadas.

Tras analizar la reclamación presentada entendimos que el caso debía encuadrarse en un supuesto de 
responsabilidad patrimonial de la administración. Sin embargo no logramos que se acogiera la inter-
pretación de esta Defensoría, por lo que debimos concluir la no aceptación de la resolución dirigida 
y proceder al cierre del expediente según señala el artículo 29 de la Ley reguladora del Defensor del 
Pueblo Andaluz (Queja 24/1319).

2.1.2.1.2.6. Equidad en la Educación

2.1.2.1.2.6.1. Educación especial

Nuestro ordenamiento jurídico dispone de un sólido elenco de disposiciones que reconocen la inclu-
sión escolar como uno de los principios del Sistema educativo y que define a la escuela inclusiva como 
un modelo esencial para lograr la atención integral de todo el alumnado, independientemente de sus 
condiciones y capacidades. Ciertamente, este desarrollo logrado tras un largo y complicado proceso 
es un avance coherente con los principios y proclamas que fundamentan el alcance y contenido del 
derecho a la Educación.

Esta Institución dedica buena parte de sus actuaciones en este particular ámbito a construir ese trayecto 
que transcurre desde lo previsto a lo real; desde lo deseable a lo evidente. El trabajo volcado en la aten-
ción de muchas quejas sobre Educación Especial quiere ser un honesto esfuerzo por transformar 
ese armazón de disposiciones y normas en la realidad cotidiana de nuestros colegios respondiendo 
a su alumnado como lo merece y necesita.

El ejercicio de 2024 ha sumado nuevos supuestos reclamando la presencia de Profesionales Técni-
cos de Integración Social (PTIS), o mejorando sus horarios y jornadas para lograr la atención que 
requiere el alumnado (quejas 24/0916, queja 24/2626, queja 24/3888, queja 24/7136, 24/7137, 24/7450, 
24/7658, 24/8034, 24/8327, 24/9175, entre otras muchas). Nuestra posición acostumbra a reivindicar un 
compromiso decidido por reforzar estas prestaciones profesionales que son llave para la normalización 
del alumnado en su centro educativo e integrándose en sus actividades complementarias. Sin duda esta 
categoría profesional adquiere un papel relevante en el sostenimiento de toda la atención del alumnado 
con necesidades educativas especiales (NEE) en su discurrir por las actividades de los centros, de tal 
forma que la ausencia de esta ayuda condiciona -o cercena directamente- la simple presencia de un 
alumno en su colegio.
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De ahí que las quejas relacionadas con estas demandas son reiterativas y normalmente argumentadas 
por las familias promotoras. Del mismo modo, apuntamos que las respuestas de las autoridades suelen 
procurar medidas conciliadoras tras arduas gestiones e impulsos (queja 24/3044 o queja 24/7410).

En cambio, sí nos encontramos con mayores restricciones para disponer de los servicios de Audi-
ción y Lenguaje (AL) y de Pedagogía Terapéutica (PT). Se trata de especialidades que se encuentran 
categorizadas de «difícil generación» lo que otorga un aparente argumento desde las autoridades para 
prorrogar o postergar su concesión. Sin embargo, asistimos a otro frecuente motivo de queja dada la 
riquísima aportación que ofrecen dichas especialidades a estos niños y niñas, teniendo en cuenta ade-
más la significación que alcanzan los técnicos AL y PT ante perfiles como los Trastornos de Déficit de 
Atención e Hiperactividad (TDAH) y las tipologías autistas (TEA).

Precisamente con una especial atención al alumnado con necesidades auditivas, concluimos este año 
una actuación que nos permitió analizar el amplio referente normativo de apoyo para este alumnado, 
lo que generó una resolución que supuso un claro impulso a las medidas de refuerzo de este personal 
y de sus equipos de apoyo en los que comparecen también las especialidades de lenguaje de signos 
(Queja 23/7453).

Y, de manera destacada, aludimos también a una actuación de oficio desplegada para conocer el al-
cance y aportación de los convenios de colaboración suscritos desde 2018 entre las autoridades 
educativas y las entidades ciudadanas de apoyo al autismo. La investigación ratifica el interesante 
ámbito de colaboración con este sector asociativo que permite acompañar medidas de apoyo y refuerzo.

Hemos podido esbozar algunos resultados de muchos años de aplicación de estos convenios que aún 
aguardan un balance profundo y crítico sobre los logros de este modelo colaborativo que aporta un valor 
de compromiso y presencia de la sociedad civil junto a los responsables públicos; pero también necesita 
una honesta revisión de algunos efectos que pueden llevar a distorsionar el papel accesorio y colabora-
dor de estas entidades voluntarias que no puede confundirse con la irrenunciable responsabilidad del 
sistema educativo de ofrecer toda la atención que el alumnado de autismo requiere.

Más allá de este aporte complementario de las asociaciones, reiteramos nuestra posición de reivindicar 
el aula específica TEA como referencia organizativa preferente e idónea de respuesta educativa especia-
lizada para este alumnado autista y que tiene que ser el objetivo primario que debe asumir la autoridad 
educativa para ofrecer de manera efectiva la garantía de atención que este colectivo necesita.

En este reto, tenemos que promover la progresiva implantación de las aulas específicas de alumnado 
TEA en los centros educativos y sus recursos profesionales, contando con personal técnico especializado, 
en particular de Pedagogía Terapéutica y de Audición y Lenguaje. Este proceso debe dar respuesta a las 
demandas de atención del alumnado que presenta estos perfiles TEA procurando avanzar en los ratios 
o indicadores de cobertura y extendiendo la efectiva disposición de estas aulas acorde con la presencia 
creciente y generalizada de estos niños y niñas que aguardan una educación efectivamente inclusiva 
e integradora.(Queja 24/2377)

En la misma estrategia, destacamos otra actuación por expresa iniciativa de la Defensoría centrada en el 
alumnado que presenta graves dificultades por motivos de salud y debe compaginar su presencia 
escolar con los necesarios apoyos desde los dispositivos sanitarios. Baste citar el ejemplo de la queja 
24/8182 en la que se había acordado la escolarización conjunta de unas gemelas ya que una, con una 
grave enfermedad, no tenía asistencia en el centro de referencia. Ello señala que la presencia de estos 
apoyos no está tan irradiada como la realidad exige y que la disponibilidad de estos profesionales sigue 
siendo un factor singular y, en ocasiones, demasiado especial.

Precisamente, nuestra actuación se dirigió a conocer la aplicación de un protocolo especial suscrito entre 
las Consejerías de Educación y de Salud a fin de abordar esta delicada situación para muchas familias, 
profesionales implicados y alumnado con enfermedades graves.
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La cuestión viene de lejos, puesto que a lo largo de 2022, y sobre todo 2023, las quejas que exponían 
estas cuestiones eran respondidas remitiéndonos a un “protocolo” que se venía discutiendo entre los 
departamentos afectados. Ello propició que la Defensoría requiriese mayores detalles de este recurrente 
proyecto de protocolo, en especial cuando en septiembre de 2024 tal protocolo fue institucionalmente 
presentado.

Aún restaban meses para que pudiéramos acceder al texto del citado documento y sobre todo, lo más 
importante, conocer los resultados concretos del documento denominado “Protocolo conjunto de co-
laboración que establece condiciones generales y básicas necesarias para ofrecer una escolarización 
segura al alumnado enfermo en situación de cronicidad o en situación de cuidados paliativos”, que 
debía clarificar el papel y los procesos de intervención de todos los servicios sanitarios y educativos para 
atender al alumnado con enfermedades terminales y crónicas graves.

Por ahora, estamos a la espera de poder acceder a toda la información que explique la puesta a dispo-
sición de prestaciones de naturaleza sanitaria y educativa en el marco de la atención que se facilita al 
alumnado con necesidades especiales.

Somos conscientes de que estamos ante una compleja realidad, en la que se produce gran variedad de 
casos singularizados y con perfiles muy diversos, en los que existe un denominador común consistente 
en necesidades de prestaciones y cuidados de tipo sanitario para este tipo de alumnos.

Confiamos que esta investigación pueda concluir brevemente y estar en condiciones de proceder a una 
evaluación de sus resultados. Mientras, continuaremos atendiendo los casos concretos que continúan 
llegando y que tramitamos de manera particularizada (queja de oficio 24/6359, Queja 24/6571).

En un contexto más generalizado, en relación a la atención del alumnado con necesidades educativas 
especiales (NEE), hemos venido recibiendo quejas de las familias de estos chicos y chicas que no 
podían formalizar su inscripción en actividades estivales de refuerzo organizadas en sus centros 
educativos.

Las respuestas -coincidentes desde varias Delegaciones Territoriales de Desarrollo Educativo y Formación 
Profesional- argumentaban que las normas reguladoras del programa excluían al alumnado escolarizado 
en la modalidad C (aula específica) por lo que estos niños y niñas no podían integrarse en las actividades 
estivales de refuerzo.

Las expresiones de sorpresa y malestar que hemos recogido en estas quejas individualizadas, parecen 
ratificarse tras este criterio participativo que es el que podemos someter a consideración. Y es que el 
diseño formal que se realiza del Programa se expresa en la práctica en un espacio más de vida escolar 
en periodo de vacaciones que se describe sobre dos pilares: uno aludiendo a ofrecer un refuerzo edu-
cativo en las áreas o materias de carácter instrumental o apoyo para la organización del trabajo, mejora 
de los hábitos y técnicas de estudio; y otro, señalando perfiles del alumnado asociado a bajos niveles de 
autoestima y de habilidades en la gestión de la información y el conocimiento y que, por ello, requiere 
de un refuerzo adicional. Entre ambos apoyos parece un tanto apresurado desligar sin más al alumnado 
escolarizado en la órbita de las necesidades especiales.

Nuestra posición la expresamos con motivo de una actuación de oficio incoada para abordar globalmente 
la situación. La queja concluyó posicionándonos en una resolución para ampliar el perfil del alumno o 
alumna participante en estos programas de refuerzo estival.

No cabe duda de que se producen singularidades a la hora de atribuirles objetivos curriculares o adqui-
sición de técnicas de estudio; pero podríamos definir otros objetivos igualmente asumibles en los con-
tenidos previstos de estos programas adaptados -aquí está la clave- a este perfil de alumnado. Es decir, 
persistir en los principios de inclusión y de normal participación del alumnado en su conjunto cuando 
en su propio centro se organizan actividades estivales a las que concurre una buena parte del colectivo 
de chicos y chicas para aprovechar actividades de extensión y especialización educativa en las que no 
se comprende la exclusión de otros compañeros del centro que acuden a sus aulas, aunque especiales.

Í N DICE

https://defensordelmenordeandalucia.es/conocemos-la-atencion-a-alumnado-con-necesidades-sanitarias-derivadas-de-enfermedades-en-la


Informe Anual dPA 2024

107

Esperamos poder evaluar la respuesta de la Consejería ante nuestra resolución en próximos informes 
(Queja 24/6572).

2.1.2.1.2.6.2. Educación compensatoria

En el ejercicio de 2024 hay que destacar dos asuntos que por su naturaleza y trascendencia para deter-
minado alumnado es necesario mencionar.

El primero se refiere a la tramitación de las becas de la convocatoria general al alumnado extran-
jero que carece de NIE y que solo cuenta con pasaporte.

Traemos a colación la queja de una ciudadana que ponía de manifiesto que en las unidades tramitadoras 
de las becas y ayudas convocadas por el Ministerio de Educación, Formación Profesional y Deportes se 
estaba exigiendo la presentación del NIF o NIE a aquellos menores extranjeros de entre 16 y 18 que solo 
están en posesión de pasaporte y cuyos progenitores se encuentran en situación irregular en España. 
Tenía constancia, además, de que en anteriores convocatorias efectivamente este tipo de solicitudes 
habían sido “almacenadas” sin haber procedido a su tramitación por parte de las unidades tramitadoras, 
alegando que es el Ministerio de Educación el que no permite la presentación de solicitudes a aquellas 
personas extranjeras que se encuentran en la situación descrita.

A pesar de ello, y por el contrario, había tenido conocimiento de que algunas personas, tras presentar 
reclamaciones, después de mucho tiempo, finalmente cobraron sus becas o ayudas, siendo desconcer-
tante que en un principio se obstaculizara el acceso a las distintas convocatorias y que, posteriormente, 
solo a algunas de las personas que habían insistido se les hubiera reconocido y abonado la cuantía que 
les hubiera correspondido a pesar de no contar con NIF o NIE.

Al respecto, en su día, desde esta Institución se remitió al Defensor del Pueblo de las Cortes Generales 
una queja que hacia alusión al mismo asunto que ahora se nos expone -si bien referida en aquel caso a 
las ayudas al alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo-, resultando que con ocasión 
de su tramitación por aquel alto comisionado parlamentario se emitió informe por parte de la Secretaría 
de Estado de Educación.

En dicho informe se señaló que, sin perjuicio de que en virtud del convenio de colaboración suscrito con 
la Junta de Andalucía es a esta a la que le corresponde la gestión íntegra de las becas y ayudas de las dis-
tintas convocatorias del Ministerio, en cuanto al fondo de la cuestión planteada, el Real Decreto 1721/2007, 
de 21 de diciembre, por el que se establece el régimen de las becas y ayudas al estudio personalizadas 
recoge, en su artículo 4 d), la aplicabilidad de lo dispuesto en la normativa sobre derechos y libertades 
de los extranjeros en España y su integración social a los estudiantes extranjeros no comunitarios.

En consecuencia, seguía señalando el informe de la Secretaría General, según dispone esta última nor-
mativa, y de acuerdo con la doctrina del Tribunal Constitucional, las personas extranjeras menores de 
edad tienen derecho al sistema público de becas y ayudas al estudio en las mismas condiciones que los 
españoles sin limitaciones derivadas de su situación administrativa en España, lo que, como no podría 
ser de otra manera, el Ministerio de Educación, Formación Profesional y Deportes reconocía de forma 
plena dicho derecho, y, por tanto, es perfectamente posible la obtención de estas becas y ayudas por 
parte de las personas menores de edad extranjeras sin necesidad de disponer de NIF o NIE.

Y en cuanto al pago de las becas o ayudas concedidas a aquellos menores extranjeros que no poseen esa 
documentación identificativa y cuyos progenitores se encuentran en situación irregular en España, el 
Ministerio había arbitrado un procedimiento específico que permite su abono al margen del sistema de 
pagos masivos, que es el procedimiento utilizado de manera general para dicho abono. En consecuen-
cia, ningún inconveniente hay en que se puedan conceder y pagar becas y ayudas a estos estudiantes 
menores de edad que no están en posesión de un NIE o NIF.
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Por último, el reiterado informe de la Administración estatal señalaba que, en cualquiera de los casos, 
se iba a proceder a dar puntual información a la Junta de Andalucía de este procedimiento de pago 
específico al que se ha hecho referencia, por si no tuviera conocimiento con el fin de que pudiera efec-
tuar los abonos correspondientes.

En esos términos nos dirigimos a la Dirección General de Ordenación y Evaluación Educativa, solicitando 
información de lo actuado por las unidades tramitadoras, así como si habían recibido de la Secretaría 
General de Educación del Ministerio de Educación, Formación Profesional y Deportes información acerca 
del sistema de pago específico de becas y ayudas a menores extranjeros sin NIF o NIE.

En su respuesta, se nos comunicó que las actuaciones llevadas a cabo por las unidades de tramitación 
de becas y ayudas de las respectivas Delegaciones Territoriales respondían a las instrucciones recibidas 
del Ministerio de Educación, Formación Profesional y Deportes. Y en las instrucciones para la tramitación 
de la convocatoria 2023-2024 se indicaba que era necesario exigir algún NIE a las personas interesadas, 
por lo que si el menor no contaba con este, debía aportarse el de cualquiera de los progenitores.

No obstante, el centro directivo indicaba que existía una novedad con respecto a las instrucciones de 
los años anteriores y que resultaba contradictorio con lo anteriormente señalado, en cuanto a que se 
ordenaba que para tramitar estas becas y ayudas se debía proceder, en una primera fase, a comprobar 
si existe alguna causa de denegación por requisitos generales y/o económicos, pero que si a la vista de 
la documentación aportada se viera que no existe causa de denegación, se debía plantear cada caso 
al propio Ministerio, que será el que determine la procedencia del reconocimiento y pago de la beca a 
pesar de que el solicitante no tenga NIE ni sus progenitores tampoco.

En cualquiera de los casos, cabía señalar, nos decía la Dirección General, que se requerirá al Ministerio 
de Educación, Formación Profesional y Deportes para que aclarara las contradicciones puestas de mani-
fiesto con respecto a las novedades expuestas en las instrucciones, a la vez que se solicitaría el protocolo 
de actuación para proceder al pago en el caso de que este correspondiera, si bien no procedería a este 
hasta tanto no recibiera nuevas instrucciones.

Entendemos que así se hizo, aunque no obstante, haremos un seguimiento de la cuestión para com-
probar que se han corregido las distorsiones que hasta este momento se producían en la tramitación de 
los menores que carecen de NIE y cuyos progenitores se encuentran en situación irregular en España 
(quejas 24/2806, 24/3773, 24/3779, 24/3805, entre otras).

El segundo de los asuntos en materia de educación compensatoria se refiere a las ayudas al alumnado 
con necesidades específicas de apoyo educativo cuando padece TDAH. La cuestión que se suscita es 
que muchos de los solicitantes nos muestran su discrepancia con que se les haya denegado esa ayuda 
a pesar de que su hijo o hija cuente con ese diagnóstico.

La controversia tiene su origen en la errónea interpretación que en muchos casos se realiza de la Sen-
tencia del Tribunal Supremo de 8 de febrero de 2023 -a la que nos remitimos-, en la que al contrario de 
lo que, como decimos, algunos interpretan, en ningún momento señala que el alumnado con TDAH 
pueda obtener las ayudas sin cumplir el resto de los requisitos que establece la convocatoria y, por tanto, 
sin que requieran determinados apoyos y atenciones educativas específicas derivadas de “discapacidad, 
de trastornos graves de conducta o de trastornos graves de la comunicación y del lenguaje”. Tampoco 
dicha sentencia declaró nulo el artículo de la convocatoria que, en el caso de la discapacidad, exige un 
certificado de al menos el 33%, como forma de acreditar la necesidad educativa específica.

Por lo tanto, y aunque de manera muy resumida, se ha de concluir que el alumnado diagnosticado de 
dicho padecimiento no es beneficiario de la ayuda, sino que para poder percibirla debe además estar 
encuadrado dentro de alguno de los supuestos contemplados en la convocatoria. Es decir, que o bien 
es un alumno o alumna con un porcentaje de discapacidad mayor del 33% -lo que debe acreditar me-
diante el certificado correspondiente-, o bien padecer trastornos graves de conducta o trastorno grave 
de la comunicación y el lenguaje -acreditándose ambas situaciones mediante certificado favorable del 
equipo de orientación (queja 24/0774, entre otras).

Í N DICE


	2.1. Personas
	2.1.2. Educación y Universidades
	2.1.2.1. Educación no Universitaria
	2.1.2.1.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite
	2.1.2.1.2.6. Equidad en la Educación
	2.1.2.1.2.6.1. Educación especial
	2.1.2.1.2.6.2. Educación compensatoria






